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MAGISTRADO PONENTE
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Pereira, veintiocho (28) de septiembre de dos mil nueve (2009). 

APROBADO MEDIANTE ACTA No. 691 del 25/09/09. (2:40 p.m)     
SEGUNDA INSTANCIA

	Hora: 
	2:45 p.m.

	Imputado: 
	Jair de Jesús Pinzón Guevara

	Cédula de ciudadanía No:
	9.891.140 de Quinchía (Rda.)

	Delito:
	Tráfico de Moneda Falsificada

	Procedencia:
	Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.)

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa contra la sentencia de condena proferida el día 24-03-09.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar en los siguientes términos:

1.1.- Al decir de la acusación:
“[…] el 29 de junio de 2008, siendo las 09:30 horas se encontraban uniformados patrullando por el parque principal de esta ciudad, cuando fueron abordados por el señor HEBER ALEXANDER MANZO CANO, quien señaló al señor JAIR DE JESÚS PINZÓN GUEVARA, quien se encontraba en el establecimiento público de razón social bacata -sic-, y momentos antes le había cancelado el consumo de licor con un billete de VEINTE MIL PESOS, al practicarle un registro al mencionado señor se le encontró en su poder en el bolsillo del pantalón lado izquierdo un (1) billete de cincuenta mil pesos, cinco (5) billetes de VEINTE MIL PESOS y un (1) billete de cinco mil pesos”
El peritaje realizado al numerario arrojó como resultado que tanto el billete de cinco mil pesos identificado con la serie 68743844, como todos los billetes de veinte mil pesos -con la series 64662233 (1 billete) y 64662234 (4 billetes)-, son falsos por “carecer de las características de impresión y seguridad que poseen los expedidos por el Banco de la República”; no así el billete de cinco mil pesos -serie 73325841- que resultó auténtico.

1.2.- A consecuencia de lo anterior y a instancias de la Fiscalía, se llevaron a cabo las audiencias preliminares ante el Juzgado de Control de Garantías (30-06-09), dentro de las cuales se imputó autoría en el punible de tráfico de moneda falsificada del que trata el artículo 274 del Código Penal; cargo que el indiciado NO ACEPTÓ.
1.3.- Ante esa no aceptación, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación (24-07-08) por medio del cual se hizo idéntica atribución, a cuyo efecto se dio comienzo a la etapa de juzgamiento ante el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.), autoridad que convocó a las audiencias de Formulación de Acusación (22-10-08), Preparatoria (25-11-08), y Juicio Oral (25-02-09), al cabo del cual se anunció un sentido del fallo condenatorio que fue materializado en sentencia (24-03-09) por medio de la cual: (i) se declaró penalmente responsable al acusado en congruencia con los cargos imputados; (ii) se le impuso pena privativa de la libertad equivalente a 48 meses de prisión, más la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por tiempo igual a la sanción principal; (iii) se negó la rebaja de pena solicitada por la defensa por haber obrado en condiciones de marginalidad, ignorancia o pobreza extrema; y (iv) se concluyó que no tenía derecho al subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena por expresa prohibición legal, pero si se le concedió la prisión domiciliaria.
1.4.- El defensor no estuvo de acuerdo con esa determinación y la impugnó, motivo por el cual se dispuso que los registros fueran remitidos a esta corporación con el fin de desatar la alzada.
2.- Debate

2.3.1.- Defensa -recurrente-

Solicita la absolución de su procurado, con fundamento en:

- Los oficiales informaron la incautación de varios billetes espurios, entre ellos uno de baja denominación ($20.000.oo). No obstante, el patrullero GUITÉRREZ no asistió al juicio porque fue trasladado y sólo se hizo presente el patrullero MANUEL ANTONIO QUINTERO GARCÍA, quien aclaró que él no participó en el procedimiento porque el que lo hizo fue el Teniente DÍAZ LATORRE y éste “le pasó el billete”; o sea que el agente que compareció al juicio no tenía un conocimiento directo del asunto y por lo mismo fue “de referencia o de oídas”.
- Se supo de la incautación de otros billetes diferentes al que fue puesto a disposición y no se supo bien qué pasó realmente con esos numerarios porque el patrullero que se hizo presente no supo dar explicación.

- No se probó la mismidad de lo incautado, en consecuencia, se violó el principio de legalidad al ser carga probatoria de la parte que lo aduce, en nuestro caso la Fiscalía.

- Con la entrevista recepcionada a la administradora MARIELA QUINTERO ALZATE, el investigador JUAN DAVID QUINTERO CARVAJAL dijo anexar un documento donde se indica el seriado del billete falso; empero, en el juicio ella asegura que nunca aportó ese apunte, porque aunque es verdad que ella sí anotó el número de seriado, ese papel “se perdió”. Al que se refieren entonces es a otro documento elaborado por el mesero y pasado a un policía, pero que tampoco apareció y sólo lo refiere el patrullero que asistió al juicio.
- El dictamen que se rindió es apenas “provisional”. Allí se relaciona el material dubitado y aparece una cadena de custodia, pero no está firmada por el agente que incautó lo billetes sino por otro. Menos aún se precisa cuál de ellos fue el entregado al mesero por haber resultado falso. El auxiliar sostiene que el informe preliminar asegura que no son auténticos, pero no se cumplieron los protocolos porque no se dice cuáles son esas características de los auténticos y que éstos no cumplen; en otras palabras, el dictamen “se quedó corto”.
El perito GERMÁN GAVIRIA GÓMEZ tampoco supo responder si el billete se asimilaba o no a moneda nacional, ni cuenta con la idoneidad suficiente para ser perito y por eso objetó el dictamen.

- En síntesis, concluye, el juez para condenar debe tener plena certeza y en el caso concreto no se logró probar la materialidad del hecho porque: (i) el elemento de prueba objeto de entrega y ulterior incautación debe ser falso, pero aquí no se sabe a ciencia cierta cuál de todos era el falso, porque fue mezclado con otros de igual denominación e igual serie. La administradora que recibió el billete anotó la numeración y se lo devolvió al mesero para que lo devolviera, pero éste lo que hizo fue llamar a la policía. Además, fueron cuatro personas las requisadas y no se sabe a quien le decomisaron esos otros billetes; (ii) el agente del orden que sabía el origen de los billetes no se hizo presente y el que vino al juicio no conoció directamente el procedimiento, con lo cual es testigo indirecto; y (iii) un examen de la secuencia de lo acaecido permitirá a la Sala establecer que no está probada la mismidad.
2.3.2.- Procesado
Sostiene que labora en el Huila y que a él le dieron el dinero fruto de su trabajo, razón por la cual es inocente de todo.

No pudo comparecer al juicio porque estaba incapacitado.

2.3.3.- Fiscal -no recurrente-

Contrario a la petición del recurrente, considera que el Tribunal debe confirmar en forma integral el fallo confutado, porque:
- El mesero señaló al individuo que le entregó un billete falso para cancelar un licor y lo describió por sus prendas de vestir.

- Al momento de la requisa se hallaron en poder de ese sujeto otros billetes también falsos.

- Reza el dictamen pericial que todos los billetes entregados son falsos (tanto los de $20.000.oo y como el de $50.000.oo), y que sólo uno es auténtico: el de cinco mil pesos, que le fue devuelto al acusado.
- Está probado que sí se presentó un tráfico de moneda falsa y se tiene plenamente identificado al responsable de esa acción, así que hizo bien el juez al condenar, sin que sean válidas las apreciaciones de la defensa porque: (i) existe el testimonio del mesero HÉBER ALEXÁNDER MANZO CANO -mesero- quien fue la persona que recibió de manos de ese extraño el billete espurio, y hubo un señalamiento directo a las autoridades de policía; (ii) la administradora del negocio fue quien detectó que el circulante era apócrifo, e incluso sostuvo que ya estaban prevenidos porque se tenía noticia que en Quinchía estaban entregando billetes falsos; (iii) el patrullero JUAN DAVID QUINTERO CARVAJAL ratificó lo dicho por la administradora o cajera, concretamente cuando sostuvo que ésta le dijo al mesero que devolviera el billete al cliente porque ya sabía que era falso; (iv) no hay confusión alguna acerca de cuál fue el billete falso, porque el perito examinó cuatro (4) billetes de $20.000.oo y otro de numeración diferente ($5.000.oo), y todos los primeros estaban falsos. Existiría duda si alguno de los elementos examinados de igual denominación fuera bueno, pero no, todos resultaron falsos.
- El dictamen es sólido, porque el perito explicó la forma en que elaboró su informe y detalló las características distintivas de impresión y seguridad.

3.- consideraciones

3.1.- Competencia

La tiene esta corporación con fundamento en los factores objetivo, territorial y funcional, a voces del artículo 34.1 de la Ley 906 de 2004.

3.2.- Problema jurídico planteado
Se contra a establecer el grado de acierto o desacierto del fallo de primer grado en cuanto lo fue de carácter condenatorio. De ser lo primero, se procederá a su confirmación de conformidad con lo solicitado por la Fiscalía; de ser lo segundo, se revocará como lo pide la defensa y en su lugar se proferirá el fallo absolutorio de reemplazo. 

3.3.- Solución a la controversia

Lo primero a significar, es que no se vislumbra por parte de esta Corporación, ni ha sido tema objeto de controversia, la existencia de vicio sustancial que afecte las garantías fundamentales en cabeza de alguna de las partes e intervinientes, o que comprometa la estructura o ritualidad legalmente establecidas para este diligenciamiento, en desconocimiento del debido proceso protegido por el artículo 29 Superior.

La prueba obrante en el plenario fue obtenida con el lleno de los requisitos legales y constitucionales, en cuanto cumplió las exigencias de enunciación, descubrimiento, admisibilidad y práctica en un juicio oral, público y concentrado, contando con la inmediación de todas las partes e intervinientes en igualdad de armas y con la consiguiente contradicción en forma individual y de conjunto.
De acuerdo con lo preceptuado por el artículo 381 de la Ley 906 de 2004, para proferir una sentencia de condena es indispensable que al juzgador llegue el conocimiento más allá de toda duda, no sólo respecto de la existencia de la conducta punible atribuida, sino también acerca de la responsabilidad de las personas involucradas, y que tengan soporte en las pruebas legalmente aportada al juicio.

El letrado que impugna centra sus reparos en el valor probatorio de los elementos de convicción allegados al juicio, concretamente porque: (i) el oficial de policía que se hizo presente en el juicio, no fue propiamente quien participó en el procedimiento; (ii) se rompió la cadena de custodia de los elementos objeto de incautación, al punto que no se sabe cuál de todos ellos fue el decomisado a su cliente, entregado a la autoridad y finalmente objeto de la experticia grafotécnica; (iii) las contradicciones entre los testigos, surgida de las versiones ofrecidas por la administradora del negocio “Bacatá” -MARIELA QUINTERO ALZATE- y el mesero de ese mismo establecimiento -HÉBER ALEXÁNDER MANZO CANO-, tanto en juicio como en sus respectivas entrevistas ante los investigadores de la Sijin; y (iv) el desconocimiento de su cliente acerca de la falsedad de los billetes.
El Tribunal dirá desde ya, que tal como lo entendió la juez de la causa, si bien el procedimiento y la investigación poseen algunas deficiencias, ellas no son de tal magnitud que lleven a pensar en la no demostración de la materialidad de la conducta o del compromiso del acusado en estos acontecimientos, y explicamos:

Se nos dice: que el agente que llegó al juicio no conoció de primera mano el procedimiento de aprehensión y la incautación del numerario espurio; que no se sabe bien si se entregó o no se entregó a los investigadores un papel con el apunte del seriado de billetes falsos que ya tenía detectados la administradora del establecimiento; que es posible que el billete decomisado fuera cambiado en algún momento antes de ser entregado a la autoridad y por supuesto antes de llegar al perito para su examen; que no se sabe a ciencia cierta quién detectó primero la falsedad o quien dio la orden de llamar a la policía, la administradora o el mesero; y, finalmente, que el perito no dio a conocer qué billetes genuinos u originales tuvo en cuenta para efectos de realizar el susodicho cotejo y qué falencia tenían los billetes obtenidos en poder de su representado para concluir que eran adulterados, además de no ser persona versada en esta materia.
En criterio de esta Corporación, ninguna de esas manifestaciones, aunque bien intencionadas por parte del acucioso defensor, sirven para desequilibrar el fallo de condena objeto de censura. 

Es bien cierto que fue el Teniente DÍAZ LATORRE quien llevó a cabo los primeros actos de policía y no acudió al juicio oral a exponer su apreciación directa de lo acaecido, sino que en reemplazo compareció el patrullero MANUEL ANTONIO QUINTERO. También es verdad que quedó en la nebulosa si esa anotación que tenía la administradora del establecimiento contentiva de la serie de los billetes falsos que se sabía estaban circulando en el municipio de Quinchía (Rda.), fue efectivamente entregada al investigador JUAN DAVID QUINTERO. Y es igualmente cierto que no se sabe en detalle quién fue el primero en percatarse de la adulteración o dar la orden para llamar a la policía. 

Pero nada de lo anteriormente expuesto resplandece para desvirtuar lo sustancial de este asunto y que quedó debidamente probado en el juicio, a saber: (i) que una persona dentro del establecimiento público “Bacatá” intentó pagar una cuenta de licor con un billete de veinte mil pesos. Así se demuestra con los testimonios tanto de la administradora como del mesero; la primera al negarse a recibirlo, y el segundo por ser quien atendió el usuario y pasó el billete a la cajera; (ii) que no hay duda con respecto a la identidad del sujeto que hizo el pago. El mesero lo señaló en el acto a los uniformados que llegaron para atender el procedimiento, y lo ratificó con solvencia en el juicio; además, a esa persona se le practicó de inmediato una requisa y en el bolsillo de su pantalón se le encontraron otros billetes que también resultados falsificados; (iii) que el billete entregado para cancelar la cuenta realmente era falso. Como se demostró no sólo con la experticia grafotécnica dentro de la cual se concluyó que TODOS los billetes de veinte mil pesos confiscados carecían de las características de impresión y seguridad que poseen los expedidos por el Banco de la República, sino también con los datos aportados por la administradora y cajera, señora MARIELA QUINTERO ALZATE, quien hizo referencia al apunte que tenía acerca del seriado de los billetes que se sabía estaban circulando en la zona y que coincidía con el que le pasó esa fecha el mesero MANZO CANO, aunque finalmente no recuerde haberlo entregado al investigador.
De todas formas, no es verdad o al menos se queda en meras suposiciones de la defensa, que el billete entregado, rechazado, decomisado y finalmente examinado, no fue el mismo  por violación al principio de mismidad dado un eventual rompimiento de la cadena de custodia-; ni tampoco que el perito sea un profesional inidóneo en la materia o haya rendido un dictamen infundado.
Aquí ha ocurrido, a nuestro juicio, lo que en alguna ocasión dio en llamar la Sala de Casación Penal sofisma de petición de principio cuando señaló:
“El segundo reparo de este acápite se matricula dentro lo que en lógica formal se denomina sofisma de petición de principio, pues la casacionista afirma que la persona que halló las granadas no podía desprenderse de ellas, y que al hacerlo y permitir que fueran manipuladas por otras personas se rompió la cadena de custodia, pero no explica por qué la referida manipulación generó jurídicamente dicho rompimiento, ni por qué tiene la aptitud de viciar la validez de la prueba”. 

Y en verdad que aquí sucede otro tanto, porque la defensa se limita a exigir el cumplimiento de la mismidad, pero a continuación utiliza la expresión “posiblemente el billete fue cambiado”, es decir, supone, presume, conjetura, pero no prueba, no demuestra con hechos objetivamente verificables -como lo manda el artículo 418 de codificación procesal vigente-, cuál la razón para que se pueda llegar a esa otra conclusión de manera cierta y contundente.
Antes por el contrario, la secuencia de lo fáctico enseña que un billete de veinte mil pesos sí fue entregado por el cliente al mesero, por el mesero a la adminsitradora, por la administradora de retorno al mesero para que lo devolviera al cliente, pero finalmente fue a parar a manos de las autoridades de policía porque para eso se le llamó e hizo presencia oportuna en ese recinto.
Podríamos llegar a dudar, en tan particulares condiciones, que el billete de veinte mil pesos fue el mismo que recibieron los agentes y que finalmente examinó el perito (quien dijo haberlo recibido embalado, rotulado y con cadena de custodia debidamente certificada en juicio por el investigador que la suscribe), si no fuera porque según se logró comprobar en juicio, el citado cliente JAIR PINZÓN -hoy acusado- llevaba consigo para ese instante otros cuatro billetes también de $20.000.oo con idéntica numeración (situación totalmente anormal en la común elaboración por parte del Banco de la República) que igualmente arrojaron ser falsos, amén de otro más de $50.000.oo también adulterado. 

¿Cómo decir entonces que no fue ese cliente sino otro el que lo entregó? o ¿cómo pensar que fue el mesero quien dolosamente lo cambió para perjudicar al incauto campesino?, como lo insinúa el togado.

Pudo existir un error en el procedimiento cuando el billete dubitado se mezcló con los restantes y no se tomó la precaución de separarlo convenientemente, pero de allí no se sigue que se pueda desvirtuar que el billete entregado por PINZÓN GUEVARA al mesero que lo atendió en verdad era falsificado. 
A lo anterior se une la intención evidente de darlo en circulación y el conocimiento de su origen ilegítimo, no sólo por el número de los que llevaba en idénticas condiciones, sino por la ausencia de datos procesales que permitan concluir a ciencia cierta que en efecto fueron recibidos por él en pago de sus labores cotidianas como vagamente lo dio a conocer en su intervención ante la segunda instancia.

Una revisión del informe pericial y de los datos aportados por el perito en cuanto a su experiencia en este campo, enseña que es persona hábil en el manejo de la información requerida para arribar a este tipo de conclusiones, como quiera que explicó el método utilizado para establecer la originalidad, el cual no era de difícil aplicación en el presente caso si en cuenta se tiene que se apreciaban varios billetes de igual denominación y con idéntico seriado, situación ya de por sí anormal en tratándose de genuinas confecciones.
Siendo lo anterior así, la Magistratura no encuentra alternativa diferente a la de dar aval a la providencia recurrida.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso. 

Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

LEONEL ROGELES MORENO
La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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